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Resumen  
 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos es (Alvear Restrepo, Col. 24/11/2017), un 
escenario regional constituido por los Estados que integran la Organización de Estados 
Americanos (OEA), cuya principal función es velar por el respeto, protección y realización de 
los derechos humanos en el continente americano, de igual forma, el Sistema Interamericano 
cuenta con dos instancias independientes; siendo ellas complementarias, estas son, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, quienes 
de manera accesoria al sistema interno de cada Estado se encargan de promover la observancia 
y la defensa de los derechos humanos, igualmente determinan la responsabilidad internacional 
de los Estados (parte) mediante la interpretación y aplicación de la Convención Americana de 
Derechos Humanos junto a los demás instrumentos interamericanos. 
 
En el orden de las ideas anteriores, cabe resaltar, el carácter de subsidiaridad que maneja 
este Sistema Interamericano, donde se propende porque la protección y garantía de los derechos 
humanos se de en primer lugar en el ámbito nacional y solo en el caso en que los Tribunales 
Nacionales no lo hagan, será cuando el mecanismo internacional será activado.  
 
De la misma forma, para que una persona natural pueda acceder al Sistema 
Interamericano, en primera instancia, ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) mediante peticiones o denuncias formales, se establecen una serie de requisitos previos 
que se deben cumplir para garantizar la admisibilidad y estudio ante esta unidad, dentro de estos 
parámetros el agotamiento de los recursos internos de cada estado juega un papel indispensable 
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dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y así mismo para establecer la 
responsabilidad de los Estados acusados. 
Palabras Claves  
 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos (DD.HH.) – Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH) – Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 
 
 
Abstract 
 
The Inter-American Human Rights System in a regional scenario constituted by the States that 
make up the Organization of American States (OAS), whose main function is to ensure the 
respect, protection and realization of human rights in the Americas, in the same way, The Inter-
American System has two independent and sometimes complementary bodies, namely the Inter-
American Commission on Human Rights and the Inter-American Court of Human Rights, which 
use as an accessory to the internal system of each State to promote the observation and defense 
of human rights. human rights and likewise determine the international responsibility of States 
for the interpretation and application of the American Convention on Human Rights and other 
inter-American instruments. 
 
In the order of the above ideas, it should be noted, the character of subsidiarity that 
manages this Inter-American System, where it is proposed that the protection and guarantee of 
human rights be first in the national scope and only in the case where National Courts do not do 
so, when the international mechanism is activated. 
 
In the same way, for a natural person to access the Inter-American System, in the first 
instance, before the Inter-American Commission on Human Rights (CIDH) through petitions or 
formal complaints, a series of prerequisites is established that must be met to guarantee the 
admissibility and study before this unit, within these parameters the exhaustion of the internal 
resources of each state allows an indispensable role within the Inter-American Human Rights 
System and likewise to establish the responsibility of the accused States. 
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Introducción 
 
Dentro del amplio espectro del Derecho Internacional (humanitario y de los DD.HH.), se erige 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en adelante (SIDH), el cual  puede definirse 
como el conjunto de instrumentos internacionales de promoción y protección de los derechos 
humanos; este, ha sido adoptado por los Estados (parte) de la Organización de Estados 
Americanos para brindar seguridad con el fin de verificar que los lineamientos establecidos 
dentro de cada legislación interna este acorde con lo plasmado en la Convención Americana de 
Derechos Humanos en pro del cumplimiento real y efectivo.  
 
De igual manera, es de gran importancia establecer que la labor del SIDH es subsidiaria 
a la tarea de los Estados, fundamentalmente basándose en llamados de atención e imposición de 
medidas en aquellos casos donde la responsabilidad se deriva del Estado ya sea de manera 
directa o indirecta. 
 
Por lo anterior, el tema a desarrollar dentro de este informe se considera de vital 
trascendencia debido a que el derecho a un recurso jurisdiccional efectivo ante los jueces o 
tribunales nacionales competentes, constituye uno de los pilares básicos fundamentales del 
propio Estado de Derecho en una sociedad democrática, así mismo surge la necesidad 
internacional de salvaguardar los derechos de las personas frente al ejercicio arbitrario del poder 
público, desarrollando como objetivo principal la protección internacional de los derechos 
humanos, puesto que, la inexistencia de recursos internos adecuados y efectivos coloca a la 
víctima en estado de indefensión y desprotección que debe llegar a cubrir el SIDH. 
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Así mismo, debe señalarse que la corte Interamericana es el máximo juez dentro de la 
jurisdicción interamericana en relación con los derechos humanos, pero a su vez, este no tiene 
competencia directa para iniciar procesos sobre violaciones a derechos humanos en los países 
miembros de la OEA, por tanto, el presente estudio busca definir cuáles son los requisitos 
formales que se deben desarrollar para garantizar un acceso seguro a esta jurisdicción que 
beneficie a todas las personas naturales que a través de peticiones formales busquen establecer 
la responsabilidad de un Estado. 
 
De esta manera, la problemática real que se quiere desarrollar está relacionada 
directamente con los requisitos y trámites que deben agotar las personas naturales antes de 
acudir formalmente al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, de manera directa y 
especifica ante la Comisión Interamericana que es quien en primera instancia conoce y previene 
las violaciones de los Estados a las personas naturales en general.  
   
 
Fundamentos generales del sistema interamericano de derechos humanos. 
 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en adelante SIDH; representa un punto 
bastante importante en la vigilancia, protección y manejo de los derechos humanos en todo el 
continente americano. Esta creación surge, a través de la solidificación de un marco normativo 
vinculante para todos los Estados en materia de derechos humanos, para que así todos los 
órganos encargados de velar por las garantías de estos Estados, y a la creación de procedimientos 
específicos que permitan observar y calificar si las obligaciones adquiridas de los Estados partes 
están realizando el respectivo cumplimiento. 
De igual forma se caben resaltar aquellos órganos que componen el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos ya que son los dos instrumentos más importantes de 
dicho sistema, que son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH o Comisión), 
que está tiene a su cargo los temas referentes a las relatorías del sistema que su objetivo principal 
es dar atención a grupos, comunidades y pueblos que se encuentran en especial estado de 
vulnerabilidad y se exponen a constantes riesgos de violación de derechos humanos y por otro 
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lado tenemos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH o Corte) que es el 
órgano jurisdiccional del sistema interamericano encargado de la aplicación e interpretación de 
la CADH. 
En la convención se crea la formulación de los presupuestos actuales de funcionamiento 
del Sistema Interamericano, especialmente por el de reformulación de los órganos y 
procedimientos adecuados para asegurar la vigencia de los derechos humanos, con el objeto de 
promover la observancia y defensa de los derechos humanos en la región y ser el órgano 
consultivo de la Organización de los Estados Americano (OEA) en materia de DDHH. La CIDH 
también tiene a cargo todo el trámite de peticiones individuales que se presentan ante el sistema 
interamericano por presuntas violaciones a los derechos humanos siempre y cuando se 
encuentren contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos. 
Mientras que la Corte IDH al ser el órgano judicial del sistema encargado de interpretar 
y aplicar la CADH de acuerdo con los casos que sean presentados bajo su jurisdicción, debe 
tener plena competencia sobre estos, para garantizar el respeto a los derechos humanos en 
América ya que la Corte ejerce sus funciones de conformidad con las disposiciones de la citada 
Convención y su Estatuto, por tal motivo también ejerce funciones jurisdiccional y consultiva. 
La segunda función de la Corte IDH es resolver las consultas remitidas por los Estados 
miembro de la OEA. Las consultas pueden estar relacionadas con la interpretación de la CADH 
o con los tratados de protección de derechos humanos que involucran a los Estados americanos, 
así́ como sobre la compatibilidad entre las leyes internas y los tratados internacionales. 
Estos organismos tienen una labor complementaria en cuanto al sistema de peticiones 
individuales, en el cual ante la CIDH se agota la primera etapa del procedimiento y en la Corte 
IDH la fase final del mismo, de ser el caso. 
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Carácter Subsidiario Del Sistema Interamericano De Derechos Humanos 
 
 Los órganos de supervisión del sistema interamericano de protección de los derechos 
humanos: Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH) cumplen funciones muy particulares frente a la Organización 
de los Estados Americanos, suponiendo siempre el consentimiento y la aceptación de los 
Estados partes dentro de los procedimientos y tramites llevados ante su soberanía, dicho de otra 
forma, la CIDH y la Corte Interamericana son creaciones de los Estados, y el alcance de su 
diseño depende en buena medida de lo que los Estados han acordado y aceptado dentro del 
SIDH. 
De esta forma, la existencia de procedimientos internacionales para la protección de los 
derechos humanos no disminuye la responsabilidad de los Estados como principales garantes 
desde el orden interno de los derechos humanos brindando libre y pleno ejercicio a todas las 
personas sujetas a su jurisdicción, y así, permite la injerencia y la competencia del sistema 
interamericano solo cuando no se haya brindado de manera integral una protección adecuada y 
efectiva a las personas, en otras palabras, si el Estado no es capaz de proteger los derechos 
humanos de una persona entonces la comunidad internacional se ha puesto de acuerdo a fin de 
que sea el sistema regional el que actúe a través de mecanismos internacionales propuestos por 
los mismos Estados. 
En consecuencia, el principio de subsidiariedad establece un mecanismo adecuado para 
definir los límites de la jurisdicción internacional, y así mismo darle prevalencia a las 
obligaciones de las autoridades nacionales quienes deben ser los principales garantes de los 
derechos humanos dentro de su territorio, ajustando siempre su ordenamiento jurídico interno a 
las disposiciones internacionales ya ratificadas por cada Estado. 
 
Por otra parte, y tal como lo estableció la Corte IDH en el caso Duque vs Colombia: 
(…) “el principio de subsidiariedad no implica que los Estados deban contar con oportunidades 
ilimitadas para resolver las cuestiones, una vez que el Estado ha contado con una oportunidad de 
dar respuesta a la alegada violación sin que lo hubiera hecho, debe entenderse que se ha 
resguardado el principio de subsidiariedad. De lo contrario, se estarían imponiendo cargas 
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excesivas a las víctimas que, aun habiendo recibido un rechazo a nivel interno, deban continuar 
intentando una respuesta favorable...”. 
 
Con respecto a lo enunciado anteriormente, se ha optado por flexibilizar en gran medida 
el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, puesto que en la práctica se puede llevar a 
mal interpretar el sentido prioritario que tienen los recursos internos y de esta forma, incurrir en 
vulneraciones más complejas para las víctimas de violaciones de derechos humanos.  
 
Así mismo, la CorIDH ha enfatizado en sus consideraciones en múltiples sentencias, 
como la anteriormente enunciada, donde realiza las siguientes precisiones: 
145. La Corte ha considerado que el Estado tiene la obligación de proveer recursos judiciales 
efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos, conforme 
al artículo 25 de la Convención Americana, recursos que deben ser sustanciados de conformidad 
con las reglas del debido proceso legal establecidas en el artículo 8.1 de la Convención, todo ello 
dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno 
ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención en el artículo 1.1 de la Convención a toda 
persona que se encuentre bajo su jurisdicción. 
 
146. A continuación, la Corte realizará las consideraciones referentes a las alegadas violaciones a 
las garantías judiciales y la protección judicial, para ello analizará: 1) la alegada violación al 
artículo 25 de la Convención por la alegada inexistencia de un recurso efectivo en Colombia para 
el reclamo de la pensión de sobreviviente, y 2) la alegada violación al artículo 8.1 de la Convención 
por la alegada aplicación de estereotipos discriminatorios en las decisiones judiciales. 
 
En idéntico razonar, la Sentencia (Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. En las 
Excepciones Preliminares se itera lo anteriormente preceptuado, lo cual esta en consonancia con 
el Caso Galindo Cárdenas y otros Vs. Perú; donde en el mismo ítem o acápite de Excepciones 
Preliminares, junto a las consideraciones de fondo, nociones del concepto de reparaciones y la 
respectiva condena en costas, dotan de claridad sustancial y procesal al requerir a los Estados 
parte y en el caso respectivo, Estado responsable condenado, deben tomar las medidas 
necesarias para evitar seguir perpetuando tales falencias internas del sistema u ordenamiento 
jurídico vigente en Colombia y en los demás Estados parte.  
 
Consecuentemente, el tribunal superior (Corte Constitucional de Colombia, en sentencia 
T-976 de 2014, con ponencia del Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), ha realizado aportes 
                                                                                                                                                                              10 
y precisiones que sirven traer a colación, que la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos introdujo en su texto la estructura, competencia y procedimiento de la Comisión en 
sus artículos 34 al 51. En cuanto a sus funciones, el artículo 41 dispone lo siguiente: 
  
“La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de 
los derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones 
y atribuciones: 
 a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América; 
 b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de 
los Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los 
derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos 
constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido 
respeto a esos derechos; 
 c) preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño 
de sus funciones; 
 d) solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes 
sobre las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 
 e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones 
relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará 
el asesoramiento que éstos le soliciten; 
 f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su 
autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta 
Convención, y 
g) rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos”.  
 
 Tal imperativo, se ha reiterado por dicha corporación, en múltiples sentencias, como 
Sentencia T-524/05 y Sentencia T-558/03, acciones de tutela que, como mecanismo 
jurisdiccional ultimo ante la inminente afectación de los derechos fundamentales, 
constitucionales y convencionales, ha requerido al Estado e incluso desarrollado las posturas en 
Colombia sobre la aprobación e incorporación del SIDH. 
 
¿Quién puede ser denunciado ante el SIDH? 
 
El SIDH tiene como función principal velar por el respeto, protección y realización de 
los derechos humanos en el continente americano, y para garantizar su cumplimiento, la entidad 
                                                                                                                                                                              11 
cuenta con el apoyo de dos órganos (CIDH y CORTE IDH) que a través de diferentes 
mecanismos y organización permiten la materialización de los objetivos planteados por el SIDH. 
 
No obstante, para hacer posible lo anterior, deben establecer una serie de pautas y 
metodologías que permitan guiar de forma clara el procedimiento a seguir dentro de este sistema 
y así, poder garantizarles a todas las personas naturales afectadas, sin importar su condición 
física o nacionalidad la protección a sus derechos humanos, es por esto que se hace de suma 
importancia además de conocer los requisitos de admisibilidad el conocer la legitimación pasiva 
dentro de estos procesos, puesto que es una de las pautas fundamentales al momento de 
denunciar ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y de esta manera, solamente 
los estados miembros de la OEA pueden ser denunciados, actualmente son 35 estados los que 
han ratificado la carta de la OEA y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre; si existe denuncia sobre ellos serían competencia de la CIDH, más no de la Corte, ya 
que la Corte IDH conocerá solo aquellas denuncias que remita la CIDH y en las que la 
legitimación pasiva esté compuesta por Estados que hayan ratificado la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y así mismo hayan aceptado la competencia contenciosa de la Corte, 
como bien se estudió en la primera unidad de este módulo. 
 
Tal como se explica en la Declaración Americana de los Derechos humanos, un Estado 
puede ser responsable por violar los derechos humanos en las modalidades de: 
 Acción (como consecuencia de un hacer o actuar del Estado o sus agentes), 
 Aquiescencia (como consecuencia del consentimiento tácito del Estado o sus agentes), 
u 
 Omisión (como resultado que el Estado o sus agentes no actúe/n cuando debía/n 
hacerlo). 
 
Se establece lo anterior, teniendo en cuenta que son los Estados quienes por regla general 
comenten violaciones a los derechos humanos, aunado a esto, que en la convención americana 
en el título de la primera parte se establecen los “Deberes de los Estados y Derechos 
Protegidos”, estableciendo en su artículo 1.1 el compromiso de respetar los derechos y 
libertades reconocidos a todas las personas así: 
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“Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de etnicidad, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.” 
 
Cabe resaltar, además, que la obligación impuesta a los Estados no es solo de respetar 
los derechos, también debe garantizarlos y ahí juega un papel fundamental para establecer si 
una violación puede ser atribuida o no a un Estado.  
 
Así mismo, el hecho de que en este orden internacional no es necesario determinar la 
culpabilidad de los autores, la intencionalidad o identificar individualmente los agentes a los 
que se les atribuye el hecho, puesto que en esta instancia es el Estado el que debe responder y 
en esta se enmarcaría una gran diferencia con el orden interno.  
 
En el caso que la Comisión determine que un Estado es responsable por haber violado 
los derechos humanos de una persona o grupo de personas, se emitirá un informe que puede 
incluir las siguientes recomendaciones al Estado: 
 Suspender los actos violatorios de los derechos humanos; 
 Investigar y sancionar a las personas que resulten responsables; 
 Reparar los daños ocasionados; 
 Introducir cambios al ordenamiento legal; y/o 
 Requerir la adopción de otras medidas o acciones estatales. 
 También se puede intentar llegar a una solución amistosa del asunto con el estado. 
 
 
¿Qué recursos se deben agotar y cuáles son sus excepciones, para interponer una 
denuncia ante el SIDH? 
 
Teniendo en cuenta la temática estudiada dentro del Diplomado Internacional, donde se 
desarrollaron todos los asuntos de forma que se pueden evidenciar al momento de la 
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presentación de las demandas ante el SIDH y así mismo, los trámites para dicha admisión en 
cada instancia, se hace necesario relacionar los recursos que deben cumplirse para acceder a 
cada proceso y la garantía que brindan en su admisión, en otras palabras, puede establecerse que 
los recursos necesarios para la admisibilidad de las peticiones serán tenidos en cuenta como 
otros requisitos que deben cumplirse, dependiendo del caso en concreto. 
 
De esta forma, y con lo establecido dentro del módulo, se tiene que para estudiar la 
admisibilidad de las peticiones que llegan al SIDH, específicamente a la CIDH, mediante el 
procedimiento ordinario de peticiones o comunicaciones individuales que tiene su inicio en la 
Secretaría Ejecutiva, deben verificarse ciertos requisitos meramente formales pero obligatorios 
acerca de las violaciones que se pretenden denunciar, de igual forma dentro de este mismo 
procedimiento se establecen unos recursos o parámetros que deben ser tenidos en cuenta al 
momento de presentar la demanda, puesto que su no cumplimiento puede acarrear en ocasiones 
la inadmisión de la demanda, estos recursos se encuentran taxativos dentro de la convención 
Americana en su artículo 46, enunciados a y b,  así: 
“Artículo 46: 1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 
ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 
a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos; 
b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto 
lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva …” 
 
Lo evidenciado anteriormente tiene su fundamento en que el Derecho Internacional es 
una instancia subsidiaria y complementaria que no suple el orden interno de cada Estado, sino 
que busca cubrir las falencias que presente cada uno, brindando más seguridad y efectividad al 
cumplimiento de los Derechos de las personas.  
 
En el artículo 25 de la convención americana establece que los Estados Partes se obligan 
a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los Derechos Humanos, 
pero debe resaltarse que estos recursos deben ser ADECUADOS y EFECTIVOS para la 
materialización de cada caso, puesto que si no se dan estos 2 presupuestos en el orden interno 
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la persona no tendrá la posibilidad de hacer valer sus derechos y si no existieran más garantías 
continuaría la violación, por esto se han planteado dentro del mismo artículo unas excepciones 
al cumplimiento del recurso, pues de no ser así muchos casos quedarían desamparados tanto por 
el derecho interno como por el derecho internacional. Las excepciones previstas dentro del 
mismo artículo 46 numeral 2 son las siguientes: 
“2. Las disposiciones del párrafo precedente no se aplicarán cuando: 
a) no exista en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para la 
protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados; 
b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la 
jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; 
c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.” 
 
Haciendo claridad en esto, cuando se presente alguna de las opciones previstas 
anteriormente, la persona podrá acudir a la instancia internacional sin necesidad de agotar el 
recurso, puesto que prevalece la necesidad de garantizar derechos violados, además, la regla del 
previo agotamiento es un requisito que favorece a los estados demandados y así mismo tienen 
la potestad de hacerlo valer o no, por lo tanto, si el Estado no se opone a que el SIDH admita 
una denuncia que no ha cumplido con el requisito de previo agotamiento de los recursos 
internos, la CIDH puede declararla admisible, ya que el orden internacional oficiosamente no 
puede declararlo, es decir, la carga de la prueba la tienen los Estados para corroborar que su 
ordenamiento si brinda garantías adecuadas y efectivas para dar cumplimiento a las peticiones 
del demandante y que por su parte es este el que no quiere utilizarlos. 
 
Otro punto que resaltar es el término de los seis meses para presentar la denuncia, puesto 
que este se tiene en cuenta a partir de la fecha de notificación definitiva, cabe resaltar, que 
cuando no exista notificación o agotamiento de recursos internos por inexistencia de los mismos, 
la CIDH tendrá en cuenta la fecha de ocurrencia de los hechos para la admisibilidad de la misma.   
 
¿Qué otros requisitos se deben cumplir para interponer la denuncia? 
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Dentro de este punto, se encuentran inmersos los artículos 46c y 47d de la Convención 
Americana, los cuales establecen dos requisitos de suma importancia para la admisibilidad, estos 
constituyen lo conocido como “requisito de no duplicidad de procedimientos internacionales”, 
consagrado en el artículo 33 de la Convención, de esta manera, los artículos mencionados 
anteriormente consagran: 
“Artículo 46 
(…) c) Que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento 
de arreglo internacional (…)” 
“Artículo 47 
(…) d) Sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya 
examinada por la Comisión u otro organismo internacional.”  
 
De lo anterior, vale aclarar que al referirse a “que la materia de la petición o 
comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional […]”, la Corte 
ha establecido que no basta únicamente con verificar que la materia de verificación este 
pendiente, puesto que puede ser que existan otros procedimientos internacionales sobre la 
misma materia y los mismos hechos, lo que se busca al aplicar este requisito es que dentro de 
esos otros procedimientos exista el mismo objeto, propósito y naturaleza que el que se va a tratar 
dentro del SIDH, es decir, que se vayan a obtener los mismos resultados. 
 
Por otra parte, y frente al artículo 47 d, cabe señalar que para que se configure este requisito 
se exige que la petición o comunicación ya examinada sea sustancialmente la misma, es decir, 
que exista identidad entre los casos y para que esto se configure la corte ha establecido tres (03) 
elementos delimitados así: 
a. Que las partes sean las mismas 
b. Que el objeto sea el mismo 
c. Que la base legal sea idéntica  
 
 
Naturaleza del recurso legal que se desarrolla en el artículo 25 de la convención 
americana 
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La Convención Americana de Derechos Humanos es uno de los asientos principales de 
promoción y protección de los Derechos Humanos, de ahí surge la importante labor por 
implementar pautas que permitan a los Estados desarrollar mecanismos internos que regulen y 
unifiquen el trato y respeto frente a los derechos ya reconocidos, y así, garanticen igualmente a 
todas las personas, sin discriminación alguna, la posibilidad de materializar real y efectivamente 
sus derechos fundamentales. 
 
En busca de los fines mencionados anteriormente, nace dentro de la Convención el artículo 25, 
denominado “protección judicial”, el cual textualmente consagra: 
 “1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, 
aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales. 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
 a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
 c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que 
se haya estimado procedente el recurso.” 
 
Los parámetros establecidos dentro del artículo mencionado anteriormente se convierten 
en una obligación para todos aquellos Estados que han ratificado tratados o instrumentos 
internacionales de derechos humanos, y, a consecuencia de ello se debe adecuar la legislación 
interna si es necesario con el fin de integrarla y unificarla con estas reglas, es decir, 
independientemente del Estado y su sistema constitucional adoptado, debe existir dentro de su 
legislación el recurso de amparo con las condiciones y requisitos que establece el artículo y que 
le brindarán al mismo idoneidad y eficacia. 
 
De los aspectos más importantes dentro de esta garantía, debe mencionarse lo referido en 
el artículo, con relación a la competencia que debe otorgársele a todas las autoridades judiciales 
internas para resolver el mecanismo planteado, pues en ella reside la naturaleza del recurso, que 
no es otra que la de garantizar su cabal cumplimiento, sin limitaciones.  
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En otras palabras, como anteriormente se menciona, no interesa el modelo constitucional 
aplicado en cada Estado (difuso, concentrado o mixto), lo que se busca con este enunciado 
normativo es extender el amparo a todos los procesos que involucren vulneración de derechos 
humanos y además hacer más garantista el cumplimiento del mismo, sin extender cargas a quien 
quiera acceder a él, puesto que se busca que el recurso de amparo sea informal, sencillo y sin 
complicaciones ni exigencias que lo hagan ineficaz; aunque en la práctica aún este propósito 
no sea totalmente ejercido, pues existen legislaciones en las que solo pueden hacerse efectivos 
los recursos  ante un tribunal especifico y de cierta forma, puede considerarse esto como una 
limitante a quienes no tengan los recursos para materializarlo. 
 
Finalmente, es claro que el amplio margen de peticiones de países como Colombia, muestran la 
creciente necesidad de acudir a instancias internacionales en razón a la falta de protección 
garante de los derechos humanos dentro de la estructura del poder público en Colombia y en 
especial del sistema de justicia y los medios jerárquicos para acatar los postulados 
constitucionales respecto de los derechos humanos. Tal como se evidencia en la presente tabla, 
así: 
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Página Oficial de la CIDH. Colombia, 2017. Estadística comparativa por países de las peticiones 
recibidas ante el CIDH. Recuperado de: 
http://www.oas.org/es/cidh/multimedia/estadisticas/estadisticas.html#comparativo  
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